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Época: Décima Época  
Registro: 2020317  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de julio de 2019 10:19 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: 2a./J. 96/2019 (10a.)  
 
TRABAJADORA EMBARAZADA. SI EL PATRÓN SE EXCEPCIONA ADUCIENDO QUE LA ACTORA 
RENUNCIÓ Y ÉSTA DEMUESTRA QUE AL MOMENTO DE CONCLUIR EL VÍNCULO LABORAL 
ESTABA EMBARAZADA, EL SOLO ESCRITO DE RENUNCIA ES INSUFICIENTE PARA 
DEMOSTRAR QUE FUE LIBRE Y ESPONTÁNEA. 

 
Es criterio reiterado que juzgar con perspectiva de género implica reconocer la realidad sociocultural en 
que se desenvuelve la mujer, lo que exige una mayor protección del Estado con el propósito de lograr 
una garantía real y efectiva de sus derechos y eliminar las barreras que la colocan en una situación de 
desventaja, lo que cobra particular relevancia cuando se encuentra en estado de embarazo, momento 
en el que requiere gozar de la atención médica necesaria de los periodos pre y post natal y de las 
demás prestaciones de seguridad social que garanticen el bienestar de ella y del menor. Por tanto, 
cuando la parte empleadora opone la excepción de renuncia y la trabajadora demuestra que la 
terminación de la relación laboral ocurrió encontrándose embarazada, la patronal deberá acreditar que 
la renuncia fue libre y espontánea; sin que en ningún caso el solo escrito que la contenga sea suficiente 
para demostrar su excepción, aun en caso de no haberse objetado o habiéndose perfeccionado, sino 
que se requieren elementos de convicción adicionales. Esto obedece al principio de primacía de la 
realidad consagrado en el tercer párrafo del artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, toda vez que no es verosímil que la mujer prescinda de su empleo por lo gastos que implica 
el alumbramiento y la necesidad de acceder a la atención médica, aunado a que existe una práctica 
común de ejercer actos de coacción con motivo del embarazo. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de julio de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de julio de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020313  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de julio de 2019 10:19 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 37/2019 (10a.)  
 
REMATE JUDICIAL. LA ESCRITURA PÚBLICA DE ADJUDICACIÓN NO CONSTITUYE UN 
REQUISITO PREVIO PARA QUE SE PONGA AL ADJUDICATARIO EN POSESIÓN DEL BIEN 
INMUEBLE (LEGISLACIONES DE LA CIUDAD DE MÉXICO Y DEL ESTADO DE JALISCO). 

 
De los artículos 525, 582, 589 y 590 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, 
aplicable para la Ciudad de México, así como 574 y 575 del Código de Procedimientos Civiles del 
Estado de Jalisco, se advierte que la escrituración no constituye un requisito necesario para que pueda 
ordenarse la desocupación de la finca con objeto de poner al adjudicatario en posesión del bien, porque 
las ventas judiciales son procedimientos de ejecución forzada que tienen lugar cuando el obligado no 
satisface voluntariamente su obligación, después de haber sido condenado al cumplimiento en una 
sentencia que ha causado ejecutoria; el remate judicial es una venta de bienes mediante un 
procedimiento de subasta pública, que culmina normalmente con la adjudicación de las cosas 
rematadas al mejor postor y con el pago al acreedor, con el producto de la venta. En este sentido, la 
actuación judicial autónoma denominada adjudicación es una etapa del remate, mediante la cual se 
adjudica el bien a favor del acreedor o ejecutante, pues constituye una determinación que establece un 
derecho sustantivo de propiedad a favor del adjudicatario. En la medida en que jurídicamente con ese 
acto se actualiza la incorporación de la cosa rematada al patrimonio del adjudicatario, pero la eficacia de 
la venta judicial, a diferencia de cualquier otra venta, está condicionada a que el postor consigne el 
precio total del remate, pues a partir de ese momento la venta judicial es perfecta y, por ende, 
obligatoria, tan es así que después de ello el deudor está obligado a firmar la escritura correspondiente, 
entregando además los títulos de propiedad y el bien rematado, lo que debe acontecer aun ante su 
rebeldía, ya que de darse el caso, el juzgador está obligado a firmar la escritura correspondiente y dictar 
las medidas que procedan a fin de entregar al comprador judicial el bien adjudicado. De ahí que aunque 
la venta judicial debe formalizarse a través de la escritura pública correspondiente y, por orden lógico, 
primero se debería proceder a la escrituración y entrega de los títulos de propiedad, para que después 
se ponga en posesión del adjudicatario el bien rematado, nada impide que primero se le ponga en 
posesión y después se firme la escritura correspondiente, porque una vez que la adjudicación por 
remate judicial se perfecciona con el pago del precio, el ejecutado pierde la propiedad del bien, la cual 
es adquirida por el adjudicatario, de manera que el hecho de que la venta no conste en escritura no le 
puede parar perjuicio al comprador judicial, pues su derecho no deriva ni se constituye a partir de que 
se otorgue la escritura de adjudicación, sino que surge de la venta misma cuando se perfecciona en el 
momento en que el licitador hace el pago total del precio, momento en que adquiere plenamente la 
propiedad del inmueble, aun cuando ésta no conste en escritura pública. Por tanto, la formalización de 
la escritura de adjudicación no constituye una restricción al derecho de posesión contenido como uno de 
los atributos de la propiedad, por lo que no hay razón para negar al adjudicatario el derecho a disfrutar 
la posesión útil de su derecho real de propiedad adquirido en una venta judicial perfecta. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de julio de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de julio de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020311  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de julio de 2019 10:19 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: 2a./J. 90/2019 (10a.)  
 
PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. NO SE ACTUALIZA SU DESISTIMIENTO TÁCITO CUANDO 
LA FALTA DE SU DESAHOGO INTEGRAL FUE EXCLUSIVAMENTE IMPUTABLE A LA JUNTA 
LABORAL. 
 

El primer párrafo del artículo 885 de la Ley Federal del Trabajo prevé que al concluir el desahogo de las 
pruebas, formulados los alegatos de las partes y previa certificación del secretario de que ya no quedan 
pruebas por desahogar, se dará vista a las partes por el término de 3 días para que expresen su 
conformidad con dicha certificación, bajo el apercibimiento de que de no hacerlo, y si hubiera pruebas 
por desahogar, se les tendrá por desistidas de éstas. Ahora bien, de su literalidad se advierte que se 
refiere a los casos en que alguna prueba no se desahogó, pero no menciona el supuesto en que se 
hubiese desahogado en forma incompleta. En ese sentido, tratándose de disposiciones que establezcan 
una sanción procesal, como la del artículo 885, primer párrafo, citado, consistente en que se tendrá al 
oferente por desistido de las pruebas ofrecidas y no desahogadas, se considera que su aplicación debe 
hacerse en forma estricta y no extenderla a supuestos no previstos expresamente en la ley y, por ello, 
no cabe interpretarla analógicamente. En consecuencia, en los casos en que existan pruebas 
desahogadas parcialmente, es decir, que sólo fueron admitidas e iniciadas algunas diligencias para su 
cabal desahogo sin haberse concluido por causas imputables a la autoridad laboral, no es posible 
aplicar la sanción de tener por desistido a su oferente, porque ello equivaldría, por un lado, a incorporar 
en la norma un supuesto no previsto en ella y, por el otro, a generar una trampa procesal, en tanto que 
al oferente se le colocó en el error de pensar que la prueba se desahogó a cabalidad, no obstante que 
esto no aconteció así. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de julio de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de julio de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020305  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de julio de 2019 10:19 h  
Materia(s): (Común, Penal)  
Tesis: XVII.1o.P.A. J/28 (10a.)  
 

MEDIDA CAUTELAR DE PRISIÓN PREVENTIVA. SI EN EL AMPARO INDIRECTO SE RECLAMA SU 
IMPOSICIÓN, Y ANTES DE QUE SE RESUELVA EL JUICIO, EN DIVERSA AUDIENCIA SE 
DECLARA SU SUBSISTENCIA, ELLO NO ACTUALIZA LAS CAUSAS DE IMPROCEDENCIA 
PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIONES XVI Y XXI, DE LA LEY DE LA MATERIA. 
 

El artículo 153, párrafo primero, del Código Nacional de Procedimientos Penales establece que las 
medidas cautelares serán impuestas mediante resolución judicial, por el tiempo indispensable para 
asegurar la presencia del imputado en el procedimiento, garantizar la seguridad de la víctima u ofendido 
o del testigo, o evitar la obstaculización del procedimiento. Asimismo, de acuerdo con el diverso numeral 
161 del propio código, las decisiones judiciales relativas a las medidas cautelares pueden revisarse 
cuando hayan variado de manera objetiva las condiciones que justificaron su imposición, a petición de 
las partes. Así, las medidas cautelares son el instrumento para garantizar la efectividad del proceso y su 
característica más importante es la temporalidad, ya que perviven hasta en tanto se decida el fondo del 
asunto o desaparezcan las condiciones que le dieron origen; por tanto, tendrán vigencia hasta el dictado 
de la sentencia, siempre que no sean revocadas, sustituidas o modificadas con antelación. Ahora bien, 
si se reclama la imposición de la medida cautelar de prisión preventiva, y antes de que se resuelva el 
juicio de amparo, se celebra diversa audiencia en la que, al revisar la medida cautelar a petición del 
imputado y su defensor, se declara subsistente por haberse prorrogado, en virtud de que no han variado 
las circunstancias por las que fue impuesta, ello no actualiza las causas de improcedencia previstas en 
el artículo 61, fracciones XVI y XXI, de la Ley de Amparo ya que, por un lado, esas medidas dejan de 
tener vigencia hasta que se dicta sentencia ejecutoria y el agravio subsiste de forma continuada 
mientras persista la afectación al derecho humano a la libertad personal, por lo que sí es posible restituir 
al quejoso en el goce de su derecho fundamental violado. Además, si se estimara que la imposición de 
la medida cautelar de prisión preventiva ha quedado consumada de modo irreparable por el solo hecho 
de que ya transcurrió la data de su vencimiento, se perdería de vista que ésta tiene como objetivo 
asegurar el cumplimiento de las determinaciones que se emiten en el proceso, garantizar la presencia 
del imputado y la seguridad de las víctimas, es decir, su naturaleza accesoria y temporal, porque su 
finalidad no es sancionatoria ni está dirigida a resocializar al acusado, ni a prevenir el delito, sino que su 
propósito es puramente procesal –asegurar el resultado exitoso del proceso penal–. Y, por otro, para 
estimar que se actualiza la causa de improcedencia relativa a la cesación de efectos del acto 
reclamado, es requisito sine qua non que se revoque el acto o se constituya una situación jurídica que 
definitivamente destruya la que dio motivo al amparo, de manera que se reponga al quejoso en el goce 
del derecho violado, es decir, es necesario que se destruyan todos sus efectos total e 
incondicionalmente, de modo que las cosas vuelvan al estado que tenían antes de la violación 
constitucional, como si se hubiera otorgado el amparo, para que ya no agravie al quejoso y disfrute del 
derecho afectado por el acto de autoridad, lo que no ocurre en el caso, pues si se atiende a que la 
medida cautelar de prisión preventiva impuesta continúa vigente, es evidente que la afectación a la 
esfera jurídica del quejoso no ha cesado. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de julio de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de julio de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020303  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de julio de 2019 10:19 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: I.1o.A.E. J/6 (10a.)  
 
INTERÉS JURÍDICO PARA INTERVENIR EN EL PROCEDIMIENTO QUE INICIE EL INSTITUTO 
FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES POR INCUMPLIMIENTO DE LAS MEDIDAS IMPUESTAS 
(OBLIGACIONES) A LOS AGENTES ECONÓMICOS PREPONDERANTES. LO TIENEN LOS 
CONCESIONARIOS DE LAS REDES PÚBLICAS DE TELECOMUNICACIONES DENUNCIANTES 
QUE PRETENDAN CONTRATAR LOS SERVICIOS OFERTADOS POR AQUÉLLOS. 
 
En el Acuerdo P/IFT/EXT/060314/76, de 6 de marzo de 2014, el Pleno del Instituto Federal de 
Telecomunicaciones determinó al agente económico preponderante en el sector de las 
telecomunicaciones y le impuso las medidas necesarias para evitar que se afecte la competencia y la 
libre concurrencia, entre las cuales se encuentran la obligación de suscribir convenios con los 
concesionarios que lo soliciten, para la desagregación efectiva de su red local, la prestación de servicios 
mayoristas de arrendamiento de enlaces dedicados, y para el uso compartido de su infraestructura 
pasiva, así como mantener a disposición de aquéllos la información completa y actualizada respectiva. 
En estas condiciones, la suscripción de los convenios aludidos genera un derecho subjetivo en favor del 
concesionario solicitante para exigir su cumplimiento. Por tanto, los concesionarios de redes públicas de 
telecomunicaciones que pretendan contratar los servicios ofertados por el agente económico 
preponderante y denuncien ante el Instituto Federal de Telecomunicaciones el incumplimiento de las 
medidas señaladas, tienen interés jurídico para intervenir en el procedimiento que aquél inicie, pues la 
resolución que emita incidirá en su esfera jurídica, al involucrar el alcance y la eficacia de un derecho 
subjetivo concreto, como es reconocer y concretar el puntual cumplimiento de una medida asimétrica. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO 
EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA 
EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. 
 
Esta tesis se republicó el viernes 12 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020294  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de julio de 2019 10:19 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: PC.III.A. J/71 A (10a.)  
 
"VIGILANTES" O "AGENTES VIALES" MUNICIPALES. EL ARTÍCULO 196, FRACCIÓN II, DE LA 
LEY DE MOVILIDAD Y TRANSPORTE DEL ESTADO DE JALISCO, POR SÍ MISMO, ES 
INSUFICIENTE PARA FUNDAR SU EXISTENCIA JURÍDICA Y SUS FACULTADES PARA EMITIR 
BOLETAS DE INFRACCIÓN EN ESA MATERIA, POR LO CUAL, DE SER EL CASO, DEBERÁ 
COMPLEMENTARSE CON LA DISPOSICIÓN GENERAL, REGLAMENTARIA, O EL ACUERDO 
ADMINISTRATIVO QUE LAS ESTABLEZCA. 

 
El mencionado precepto legal únicamente alude en forma genérica a que, en los Municipios, las 
autoridades competentes en materia de movilidad, para la calificación y la aplicación de las sanciones 
administrativas, son los presidentes municipales, por conducto de la dependencia competente en 
materia de vialidad y tránsito, su personal operativo y los jueces municipales, pero no establece cuál es 
esa dependencia ni menos aún que dentro de dicho personal se encuentren los llamados "vigilantes" o 
"agentes viales", pues ello dependerá de la propia estructura orgánica de cada Municipio. Por tanto, la 
cita del artículo 196, fracción II, de la Ley de Movilidad y Transporte del Estado de Jalisco por sí sola es 
insuficiente para fundar la competencia de esos servidores públicos para emitir las boletas de infracción 
correspondientes, dado que, en las condiciones apuntadas, debe estar acompañada de la invocación de 
algún otro precepto legal o reglamentario, o acuerdo administrativo, que prevea su existencia jurídica 
dentro del personal operativo perteneciente a la dependencia que, en cada municipalidad, sea la 
competente en materia de vialidad y tránsito. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de julio de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de julio de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020289  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de julio de 2019 10:19 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: 2a./J. 95/2019 (10a.)  
 
OFRECIMIENTO DE TRABAJO. LA INSCRIPCIÓN DEL TRABAJADOR EN EL INSTITUTO 
MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL, CON UN SALARIO MENOR AL QUE REALMENTE PERCIBE, 
NO IMPLICA QUE SEA DE MALA FE. 

 
De acuerdo con la jurisprudencia 2a./J. 125/2002, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, para calificar el ofrecimiento de trabajo las Juntas de Conciliación y Arbitraje 
deberán tomar en cuenta las condiciones fundamentales de la relación laboral bajo las que se formula, 
así como si éstas afectan o no los derechos del trabajador, en relación con los antecedentes del caso o 
la conducta asumida por el patrón. De esa forma, si al analizar el salario con el que el patrón propuso 
reincorporar al trabajador en su empleo, de las pruebas ofrecidas en el juicio laboral se advierte que 
éste fue inscrito en el Instituto Mexicano del Seguro Social con un salario menor a aquel que realmente 
percibía, para calificar la oferta la autoridad laboral debe atender los términos en los cuales se formuló, 
pues esa circunstancia no implicará la mala fe del empleador, siempre que el sueldo ofrecido al 
trabajador sea superior a aquel con el que fue inscrito, ya sea por haber aceptado las condiciones en 
que el operario reclamó que desempeñaba sus labores, o bien porque plantee su propuesta mejorando 
las condiciones laborales, pues con dicha conducta no se disminuye el sueldo que el operario percibía, 
ni la categoría o la jornada de trabajo, ni lleva a concluir que el empleador oferente carezca de la 
voluntad para reintegrarlo en su empleo o revelan su intención de revertirle la carga de la prueba 
respecto del despido alegado. En ese supuesto, dicha circunstancia únicamente implica el 
incumplimiento de una obligación impuesta por la Ley del Seguro Social a los patrones, la cual puede 
ser subsanada en tanto que los trabajadores pueden solicitar la rectificación de su salario; máxime que 
el Instituto Mexicano del Seguro Social debe, en estos casos, subrogarse en los derechos del trabajador 
y otorgarle las prestaciones que le corresponden conforme al salario real con que debió cotizar, en el 
entendido de que el Instituto tiene la obligación, en su carácter de órgano fiscal autónomo, de fincar al 
patrón los capitales constitutivos a que se haga acreedor por tal omisión. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 12 de julio de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de julio de 2019, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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